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Exp.- 329/2021-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 329/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO; EL INSPECTOR **********, INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECIÓN DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, QUE LLEVO A CABO EL ACTA DE RETIRO DE VEHICULO IMPUGNADA


	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 329/2021/2, promovido por el C. **********, contra actos del Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, y el Inspector adscrito a la Dirección de Comunicaciones y Transportes que llevó a cabo el acta de retiro de vehículo impugnada.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecisiete de mayo del dos mil veintiuno, el C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del del Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado, y el Inspector adscrito a la Dirección de Comunicaciones y Transportes que llevó a cabo el acta de retiro de vehículo impugnada, respecto de los actos consistentes en:

“La emisión y aplicación en mi perjuicio de la boleta de multa e infracción contenida en el oficio de fecha 29 de abril del año 2021, en perjuicio de quien suscribe y las consecuencias que este acto generó  que fue el fincamiento del crédito señalado en la infracción, así como la ilegal retención del vehículo automotor marca **********modelo **********, tipo **********…”

2.- Mediante auto de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda en contra del Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, y del Inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, **********, ordenándose emplazarlas y correrle traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del término de diez días contestaran lo que a su derecho correspondiera.
Por otra parte, se procedió a conceder la suspensión solicitada para el efecto de que la autoridad demandada efectuara la devolución material del vehículo retenido a la parte actora mediante el acta de inspección con el folio número **********, la cual se encontraba condicionada a que el solicitante acudiera ante la autoridad exactora y garantizara el interés fiscal.

3.- Mediante auto de fecha veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
A la parte actora se le tuvieron por ofreciendo y admitiendo las siguientes probanzas:
I.- Copia al carbón del Acta de Inspección de Vehículos de Transportes de Pasajeros sin Autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la Prestación del Servicio, con folio **********, de fecha veintinueve de abril de dos mil veintiuno; 

II.- Copia fotostática simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral, expedido a favor del actor;
III.- Presuncional legal y humana; 

IV.- Instrumental de actuaciones.

Respecto de la testimonial ofrecida, y en virtud de que no anexó a su escrito inicial de demanda el interrogatorio respectivo, se requirió a la parte actora, para que en el término de cinco días que establece el artículo 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado en relación con el numeral 83, exhibiera el interrogatorio respecto de la prueba testimonial, deidamente firmado y con copia para cada una de las partes, a fin de que estén en aptitud de formular repreguntas; apercibida que de no cumplir con el requerimiento formulado, se le tendría por no admitida dicha probanza.

Asimismo, en cuanto a las documentales que exhibió anexos a su escrito de demanda, consistentes en: “Acuse de recibo e inventario de vehículos con folio **********”, expedida por **********”; “copia fotostática del oficio con folio **********, expedido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado”; “carta factura expedida por **********”; se requirió a la parte actora, para que en el término de que establece el artículo 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado, aclarara y precisara como pruebas de su parte las documentales antes señaladas, apercibidas que de no cumplir con dicho requerimiento formulado se le tendría por no admitida dicha probanza.

 A las autoridades demandadas, las documentales consistentes en:

I.- Copia fotostática certificada del nombramiento a favor del Director General de Comunicaciones y Transportes; 

II.- Copia fotostática certificada del oficio **********;
III.- Copia fotostática certificada de las actuaciones correspondientes al expediente formado con motivo del Acta de inspección de vehículo de transportes de pasajeros sin autorización del poder ejecutivo del estado para la prestación del servicio con folio **********;

IV.- Presuncional legal y humana; y 

V.- Instrumental de actuaciones.

4.- Se tuvo a la parte actora por exhibiendo el interrogatorio de la prueba testimonial que ofreció en su demanda;  por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado, admitiéndosele como prueba las siguientes:

I.- La testimonial a cargo de dos personas;

II.- Las documentales que exhibió la parte actora anexo a su demanda, y que fueron materia del requerimiento formulado en el auto de fecha veinticuatro de julio del dos mil veintiuno, consistente en el “Acuse de recibo e inventario de vehículos con folio **********, expedida por **********”; “copia fotostática  del oficio **********, expedido por el Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado”; “carta factura expedida por Automotriz Tangamanga, S.A. de C.V.”.
Por último se señalaron las once horas del siete de septiembre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

5.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; posteriormente y toda vez que no asistieron a la audiencia los testigos de la parte actora se declaró desierta dicha probanza; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se tuvo únicamente a las autoridades demandadas por formulando los mismos, y se citó para su resolución.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter administrativo suscitada entre un particular y una autoridad estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta al C. **********, la personalidad de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acompañando a su demanda carta factura del vehículo retenido;  así mismo la autoridad demandada acompaña a su contestación el oficio con número de folio **********, de fecha doce de mayo del dos mil veintiuno, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas del Estado, en donde le solicita se efectuara el cobro correspondiente a la infracción consistente en trescientas UMAS al C. **********.

En ese contexto, la parte actora comparece a juicio a impugnar los actos que han quedado descritos en el apartado identificado con el número 1 correspondiente a los resultados de la presente sentencia; en razón de que dicha actuación le causa afectación a su esfera jurídica, ya que con el levantamiento del “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio”, de fecha veintinueve de abril del dos mil veintiuno, con número de folio **********, documental que obra a fojas 11 y 12 del expediente en el que se actúa, fue detenido el vehículo marca ********** modelo **********, color ********** con placas de circulación **********, el cual es de su propiedad y que por su dicho en su escrito inicial de demanda, era conducido por su cuñado.

Así mismo, -la afectación en comento- se desprende de las documentales acompañadas por la autoridad demandada en el oficio ********** de fecha doce de mayo del dos mil veintiuno, documental que obra a foja 61 del expediente en el que se actúa, suscrito por el Director General de Comunicaciones y Transportes, en el que solicita a la Oficina Recaudadora de Finanzas, se le cobre a la parte actora una infracción consistente en TRESCIENTAS UMA, derivada del “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio” anteriormente referida.

Por otra parte, el C. **********en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes, y el C. **********, en su calidad de inspector habilitado de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, acreditaron la calidad de sus cargos, el primero de ellos con la copia certificada del nombramiento de fecha uno de marzo de dos mil diecinueve; y el segundo con el oficio de habilitación ********** de fecha primero de junio de dos mil veintiuno, documentales que obran a fojas 48 y 49 del expediente en el que se actúa.**********A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del siguiente acto impugnado: 
“La emisión y aplicación en mi perjuicio de la boleta de multa e infracción contenida en el oficio de fecha 29 de abril del año 2021, en perjuicio de quien suscribe y las consecuencias que este acto generó  que fue el fincamiento del crédito señalado en la infracción, así como la ilegal retención del vehículo automotor marca **********modelo **********, tipo **********…”

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan otras causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora, se localizan a fojas de la 03 a la 08 del escrito inicial de demanda, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado en el presente juicio se hace consistir en el: “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio”,  de fecha veintinueve de abril del dos mil veintiuno, con número de folio **********”., realizada por el inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, ello de acuerdo a la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y su Reglamento.
La parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer dos conceptos de impugnación, y de los cuales medularmente refieren lo siguiente:

a).- Que el artículo 16 Constitucional, contempla la garantía de legalidad y seguridad jurídica que debe revestir todo acto de autoridad. Que de acuerdo con dicho dispositivo la Ley de Justicia Administrativa señala como causa de nulidad de los actos administrativos, que estos omitan cumplir con los requisitos formales exigidos por las leyes, destacándose inclusive, la ausencia de fundamentación y motivación.

Que el artículo 95 de la Ley de Justicia Administrativa dicta las causales de nulidad de un acto administrativo.

Que el procedimiento para la imposición de las sanciones se contempla en el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.

Que la autoridad está  obligada por disposición de Ley a entregar a través de los agentes de policía y tránsito vial, a los ciudadanos que cometan infracciones la boleta de infracción respectiva, por así establecerlo la propia ley, así como la forma en que los tantos de infracción debería notificarse y uno de ellos deberá quedar con la autoridad que lo emite.

Que los artículos 4 y 5 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí, señalan los elementos y los requisitos del acto administrativo.

Que de acuerdo a la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí se definen en su artículo 2°, como la declaración unilateral de voluntad externa  concreta y ejecutiva, emanada de la administración pública estatal o municipal en el ejercicio de las facultades que le son contenidas  por los ordenamientos jurídicos que tienen por objeto crear, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica concreta.
b).- En el segundo concepto de impugnación, señala la falta de competencia que quien determina la infracción e indebida identificación, ya que incumplió con el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado, el cual destaca la obligación que se impone a los agentes viales de identificarse plenamente ante los particulares con documento idóneo, al momento de elaborar una boleta de infracción, mismo que deberá contener los requisitos que señala el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.

Que las autoridades demandadas lesionan su interés jurídico, toda vez, que no cumplieron con su obligación de identificarse plenamente ante quien promueve, como lo ordena la disposición antes citada pues como puede observarse del contenido de la boleta de infracción, el agente de policía vial no se identificó con quien ahora promueve.

A juicio de la suscrita Magistrada, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan resultan ser infundados en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término se debe de manifestar que la Ley de Justicia Administrativa del Estado y la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, disposiciones legales que el actor manifiesta que se transgredieron, quedaron abrogados con el Código de Procedimientos Administrativos del Estado, que entro en vigor el diecinueve de julio del dos mil diecisiete.

Por otra parte, se debe de hacer mención que el inspector que levanto el “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio”,  de fecha veintinueve de abril del dos mil veintiuno, con número de folio **********”, se encuentra adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, quien su competencia y procedimiento se establece en la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, y su Reglamento, y no en la Ley de Tránsito, tal y como lo refiere la parte actora en sus conceptos de impugnación.
Motivo por el cual, no se puede exigir que el acto de autoridad que se impugna, cumpla con requisitos que no le son exigibles en la ley de la materia que los rige, tal y como lo pretende hacer valer la parte actora, al mencionar que dicho acto debe de satisfacer requisitos exigidos en leyes que no son de la materia del acto impugnado y otras que se encuentran abrogadas.
Por lo que en ese sentido, y al resultar infundados los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado consistente en el “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio” con número de folio **********, realizada el pasado veintinueve de abril del dos mil veintiuno.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en el “acta de inspección de vehículo de transporte de pasajeros sin autorización del Poder Ejecutivo del Estado para la prestación del Servicio”, con número de folio **********de fecha veintinueve de abril del dos mil veintiuno, ello de acuerdo con las consideraciones expuestas en el considerando Sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
